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ARTiCIILO 8.	 .T ¶J:

En toda causa criminal, así los procesados como los
testigos. serdn precisamente juramentados y examinados
por el Juez do la causa, y ante el escribano de ella; y si
residiesen en otro pueblo, lo serdn por la persona d quien
el Juez comisione para este fin, y tambien ante escri-
bano.

A unos y otros no se les deberdn hacer nunca por los
Jueces sino preguntas directas, y de nirrgun modo cap -
civsas ni sujestivas; y estos seran estrechamente respon-
sablcs, si para hacerlos declarar d su gusto, emplearen
alguna coaccion fisica o moral o alguna promesa, dddiva,
engaño ó impropio artificio.

CGnuentario.

Este artículo tiene por objeto principalmente hacer
desaparecer las prácticas abusivas que eristian de reci-
birse las declaraciones por los funcionarios subalternos y
no por el Juez de la causa, y de estenderse con poca for-
malidad. Tambien se propone que los Jueces, salvo los
medios racionales de indagacion de la verdad, no em.
pleen coacciones, amenazas ni medios capciosos para ar-
rancar violentamente la confesion al acusado 6 bien para
hacer aparecer culpable al que en realidad no lo sea.

El articulo establece, en primer lugar, que tanto los
procesados como los testigos sean juramentados. Respec-
to de los procesados esta derogado el precepto consignán-
dose que en vez del juramento hagan solo la promesa de
decir verdad en lo que supieren y fueren preguntados,
como prevenia el art. 291 de la Constitution de 1812,
advirtiendo que en los Tribunales militares ni siquiera
se eiige esta promesa en la declaration indagatoria (4).

4) Circular de 10 de Junio de f565.
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Por regla general. en las causas criminales tampoco de-
ben hacer las partes en sus escritos jurameuto alguno (1).
No pueden menos de merecer elogio estas disposiciones
que tienen por objeto no poner al criminal en la dura al-
teruativa de confesarse culpable o de faltar a la santidad
del juramento. Por otra parte, la práctica demostraba
que aquellos para quienes no servia de estimulo la san-
cion religiosa del juramento, no se detenian en ocultar la
verdad y ser perjuros.

En cuanto a los testigos, es necesario que sus decla-
raciones se reciban bajo juramento, escepto si son me-
nores de i4 anos. Este juramento para Los seglares se re-
cibe con la formula •^Jurais por Dios y esta señal de la
Cruz decir verdad en cuanto supiereis y fuereis pregun-
tado? SI juro. Si asi to hiciereis, Dios os to premie. y
si no, os to demande.—Asi sea.. Los eclesiasticos,deben
jurar per las sagradas Ordenes que han recibido in verbo
sacerdotis, ysegun su estado. Los reverendos Prelados es-
taban esceptuados por las leyes antiguas de la obligacion
de comparecer personalmente; pero no subsistiendo hoy
este privilegio, juran como los sacerdotes, si bien te-
niendo delante los Santos Evangelios. Los woros, judios,
paganos, etc., lo prestan segun la religion de cada uno
y porla divinidad en que creen (2). Los militares juran
poniendo la mano en la Cruz de su espada. y los caballe-
ros de los Ordenes militares en la de su hábito que lie.
van al pecho.

Toda persona de cualquier estado, clase, condicion,
fuero 6 gerarquia esta obligada, por regla general, a com-
parecer ante el Juez que la cite, sin necesidad de permiso
prévio del jefe superior respective (3). Sin embargo, esta
regla ha sufrido despues algunas modificaciones, y en

(1) Art. 9 del Real decreto de 6 de mayo de 1&4.
(Q) Leyes 2f, tit. 16y O. 31 y IL. tit. ii. Part. 3.°
(3) Articulos 4.° y 3.° del Real decreto de 11 de Setieabre de 12390,

restablecido en SU de egosto de 1836.
4
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nuestro co icepto, solo debe entenderse respecto de lo,
asuntos ctiniinat ;s, Tues er lc	 )cios civiles , las de-
claracio ;:es	1	 estig	 mnE	 to pulen tener Lu-
gar a insi.aiicia y pir ie~,	 'e :2s	 rtes. Además est&T
prevenidc, r	 o	 ^:	 i;iitar;,s, que cualquiera qu&,
sea Ia clase y g: duacion d 1 s que hayan de declarar,
se avise por el J u^z a '	 ' los cuerpos 6 coman-
dantes de los j t ' -1es e	 tI Trgs, a itn de que estos dis-
pongan la preseuiacioc ei .l di y hora que seles desag -4,

ne, to cual no signfica, sin am' a go, superrgiso. Cuan-
do los militares se hallan en tagoria cue jefes, deben
concurrir con el Juez a la Sala is t imera .de la Autiencia,
en hora que se halte disuelto el Tiibuna1, 6 . a las Casas
Consi'storiales en donde no hay 'a Audiencia (1.

Por nuestras antigua :yes ambien estaban escep•
tuados de comparecer personalmente a declarar los sep-
tuagenarios y ias mujeres honrada pero,.hoy no pueden
considerarse vigentes estas escepciones ,t si bien ep algu-
nos casos especiales los Jueces uelen pasar a recibir las
declaraciones a la habitation de ciertas personas.

Las Autoridades, como tales, tampoco deben decla-
rarbajo juramento y'ante la Autoridad judicial, sino in-
formar to que les conste. No obstante, cuando solo decla-
ren como meros testigos presenciales, no podrán escusar-
se de la ob]igacion general.

Ha ocurrido en la práctica la cuestion de resistirse a'
declarar los eclesiásticos, funda `ndose en que por el arti-..
culo 3.° del Concordato vigente estaban derogadas las
disposiciones que a e,lo les obliga`Ian :. pero la práctica
de los Tribunales y las ReaIes órdenes que sobre este
punto se han dictado, alguna de ellas con consulta de la
Sala de Gobierno del Tribunal SuprenIQ de Justicia (2),

(1) Reales ordenes de 23 de Octubre de 4854, de 12 de Octubre de
1859 y de 22 de Febrero de 1845.	 -

(2) Real brden de 7 de Julio de 18,3, deelaeada vigente par Circu-
lar de 7 de Febrero de 1863.

s



no dejaban lugar a duda sobre este punto aun antes del
decreto sobre unidad de fueros que ya ha abolido el fue-
ro personal.

Veamos ya en que forma debe recibirse la declara-
cion del procesado que se llama indagatoria la cual pue-
de ampliarse cuantas veces el Juez considere oportuno,
sin que haya retardo malicioso en la causa.

Las preguntas generales y de formula que comprende
la indagatoria son: Nombre, apellidos paterno y mater-
no del acusado y apodo silo tiene (1) , pueblo de su na-
turaleza, vecindad, ultima residencia. edad, estado,
profesion u oficio, y nombres de sus padres: si ha sido
anteriormente procesado y por que delito, y si sake d pre-
sume el motivo de recibirsele la declaracion. ^ dernas
está mandado tambiert que se le pregunte si tiene cedula
de vecindad y se haga constar en los autos, si sabe leer
y escribir, y cuantas preguntas generales puedan condu-
cir a la contestation de las que contienen las hojas de
estadistica que se mandaron formar por Real decreto de
8 de Julio de 1859 (2). Despues se le harán preguntas
pertinentes al suceso, como son las de designar el sitio y
lugar donde se encontraba cuando aconteci6, noticias
que de el tenga, personas con quienes se acompano, si co-
noce a los sujetosque se suponen complices, en el caso
de que los haya, si se reunib con ellos y cuantas pregun-
tas sugiera la penetration del Juez.

Si el acusado sabe escribir, debe firmar su declaracion
con el Juez y el escribano, pudiendo, si quiere, rubri-
car todas las hojas que comprenda, y aun escribirla per
si mismo. Si el procesado es menor de edad no debe reci-
birsele la indagatoria sin habilitarle de un curador ad

litem que nombrará el, o se le nombrara de oficio. Este

(1) Real decreto de 22 de Setiembre de l88.
(2) Cir ular a los Regentes de las Audiencias de 9 de Enero de 1857

y Real decreto de 8 de Julio de 1859.
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nombramiento debe hacerse despues de la primera pre-
gunta general, y hasta que se verifique y al nombrado se
le discierna el cargo, no puede continuar la indagatoria,
debiendo reproducir, á presencia de su curador, lo que
antes hubiese expuesto.

Si los reos son sordo-mudos, caso que ha ocurrido en
la práctica, deberá recibírseles la declaration entendién-
dose por medio de un profesor dedicado á la instruction
de estos desgraciados. Si aparece que el acusado es de-
mente, deberá justificarse en los autos este hecho conve-
nientemente.

La latitud que ha de concederse á los Jueces para ha-
cer preguntas á los acusados en su indagatoria, no puede
menos de ser discretional. El Reglamento solo prescribe
que no se emplee coaccion física ni moral, promesa,
dádiva, engaño ó impropio artificio. No quiere decirse
por esto que el Juez haga preguntas estrictamente des-
nudas de arte, pues en este caso, muchas veces la saga•-
cidad de los criminales burlaria la pesquisa judicial; pero
cuando la ley emplea la frase arliiciO impropio, claro es
que no significa que no se empleen algunos medios indi-
rectos para averiguar la verdad, que siempre ocultan los
criminales, sino aquellos que, no llevando en si una cap-
Ciosidad maligna y reprobada, contribuyan mas ó menos
directamente á conseguir del procesado la confesion de
la verdad. Opinan algunos escritores que si el procesado
se obstina en negar, el Juez podrá emplear varios apre-
mios contra él, como el de mandarlo encerrar, poner
grillos y disminuir la ration; sin embargo, esta práctica
creemos que es contraria á lo prevenido en el art. 7.° del
Reglamento, que ya hemos comentado.
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ARTICULO 9. °.
F • 	 fDt^^i

En la confesion, para hater cargos al tratado como
reo, se le deberdn leer íntegramente las declaraciones y
documentos en que se funden, con los nombres de los tes-
tigos; y si por ellos no los conociere, deben ddrsele cuan-
tas señas quepan y basten para que pueda venir en co-
cimiento de quiénes son.

No se podran hater otros cargos que los que efecti-
vamenleresulten del sumario, y tales cuales resul'ten; ni
otras reconvenciones que las que racionalmente se deduz-
can de 1p que responda. el confesánte; debiendo siempre
el Juez abstenerse de agravar unas y otras con califica -
ciones arbitrarias.

Comentario.

Como hemos dicho en el articulo anterior, la confe-
sion con cargos ha desapatecido ; por consiguiente esta
modificado esencialmente este articulo del Reglamento
(1). Solo ha subsistido , despues de este decreto en las
causas que se seguian por los Juzgados militares; pero
abolido hoy el fuero personal de los mismos, no creemos
que pueda conservarse sino en los procedimientos ex-
traordinarios de guerra, en los que tambien deberia des-
aparecer. A ella suple la declaration indagatoria que,
como hemos dicho en el articulo anterior, puede ampliar-
se cuantas veces el Juez 10 considere necesai'io.

• Gravísimos inconvenientes, dice un reputado escri-
tor, producia esta diligencia en que se ponia á prueba la
discreccion d la suspicacia del Juez y la sagacidad ó ar-
dides del reo; luchaban de frente el talento-y la astucia
de uno y otro, y pocas veces se descubria por este medio
la verdad ó se obtenia la confesion del delito; siendo lo

(i) Art. 1. 0 dot Real decreto de 26 de Mayo de 1854.
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peor de este sistema la inutilidad de este acto, por ser fá-
cil que el procesado se retractase despues si confesaba, ó
que si hegaba se le convenciera de él por los datos que
de si arrojara el proceso (1).» Por estas y otras graves
consideraciones hubo de suprimirse la confesion. y ya
desde el momento de concluirse el sumario se pasa la
causa al acusador particular, silo hubiese, y si no al Mi-
nisterio fiscal para que proponga su acusacion. Cuanto
este artículo del Reglamento prescribe respecto á leer al
procesado íntegramente las declaraciones y documentos,
indicarle las señas de los testigos, etc. , no puede, pues,
considerarse vigente, y el acusado, despues de formular-
se la acusacion privada ó del dictámen fiscal, en vista
de los méritos del sumario, hace use en el plenario de
todos sus medios de defensa.

La confesion con cargos era solo un trámite del juicio
Criminal en el antiguo procedimiento, por consiguiente,
no es propio de este lugar examinar la cuestion del valor
como prueba y de los efectos que debe producir la con-
fesion en asunto criminal. Basta indicar aquí que los au-
sores cuestionan sobre la eficacia completa de este me-
dio probatorio, sobre los requisitos que ha de tener, las
personas que pueden prestarla y sobre si debe ó no con-
siderarse como circunstancia atenuante del delito. Cues-
tiones árduas que necesitarian gran desarrollo y sobre
las que en este lugar solo debemos hater una mera indi

-cacion, dados los estrechos límites de nuestro trabajo.

b
r,í

(1) Ortiz de Zúñiga.—PRACTICA GENERAL FORENSL
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ARTICULO 10.

Desde la con¡esinn en adelante será público el proce-
so, y ninguna pieza, documento ni actuation en él sepo-
drá nunca reservar á ins parles. Todas las providencias
y demás actos en Pl plenario, inclusá principalmente la
celebration del juicio, serán siempre en audiencia públi-
ca, escep^o aquellas causas en que la decencia exija que
se vean á puerta cerrada, pero en unas y otras podrán
siempre asistir los iriteresados . y sus de¡ensores, si qui-
sieren.

Comentario.
u'

El juicio criminal, segun buestro actual sistema de
procedimiento, tiene dos partes ésenciales; una reserva-
da y con entero sigilo, en que se trata de descubrir el
delito y sus autores, y otra enteramente ptíblica, en que
se verifica la acusacion, la defensa y las pruebas. El Re-
glamento provisional, -siguiendo el espiritú de las Cons-
tituciones de 18í2 y 1835, prevenfa que desde la confe-
sion con cargos fuera público' el proceso, Fero habiendo
desaparecido esta, debe entenderse que el plenario co-
mienza desde que se dá traslado al Promotor fiscal ó al
querellante para formúlar la acusacion en debida forma.
Como que ya en este período deben • suponerse agotados
todos los medios de investigation, d inútil por eonsi=
guiente la reserva, el procedimiento toma el car(cter ge-
neral de publicidad de todos los juicios, escepto cuando
razones de moralidad pública 6 de decoro exijan todavía
que se reserven las actuaciones.

La publicidad de los juicios criminales de que trata el
Reglamento, debe considerarse bajo dos aspectos. Es
público el proceso en cuanto ninguna pieza, documento
ni actuation de él se reserva á las partes, y : lo es tam-
bien en cuanto todas las providencias, y señaladamente
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la vista de la causa, se verifican en audiencia pública,
pudiendo concurrir cuantos deseen presenciar los deba-
tes. Bajo este aspecto la publicidad en los juicios crimi-
nnles se ha consignado como un articulo constitu-
cional (i ).

El Reglamento de juzgados de L` instancia y las Or-
denanzas de las Audiencias señalan la forma en que los
procesos han de ser públicos. Segun el primero todos los
dias no feriados, á no impedirlo una grave ocupacion del
Juzgado, habrá audiencia pública en el local destinado
al efecto: si no le hubiere los Jueces reclamaran de los In-
tendentes de provincia una parte cualquiera de los edifi-
cios del Estado que todavia no se hubiesen enagenado,
y que conste por lo menos de 3 estancias, á saber, ante-
sala, despacho de escribanos y sala de audiencia; si
tampoco hubiese edificio del Estado disponible, procu-
rarán los Jueces escitar el celo de los Ayuntamientos
para que en las Casas Consistoriales ú otro edificio de
su propiedad les proporcionen habitation adecuada al
objeto. La audiencia se celebrara„ en • las horas que cada
Juez señale, teniendo en consideration las diversas cos-
tumbres de los pueblos. Las audiencias comenzaran por
la publication de las órdenes y circulares del gobierno y
Autoridades superiores que leers el Secretario: seguira
el despacho ordinario de los negocios criminales y civi-
les, y luego que el Juez haya dado las providencias cor-
respondientes, se procederá á la vista de los que previa-
mente hubiese señalados, terminando con la publication
de las sentencias que estuvieren extendidas. En las vis-
tas, el Juez oirá por su órden d los letrado$,, pero no se
celebrarán sino a instancia de las partes. En las causas
criminales serán oidos el Promotor fiscal y los Abogados
por su órden, si quisieren asistir á la vista pública. Des-

(i) Art. 309 de la Conetitucion de f812 y 68 de to Constitution de
1845.
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pues de terminada la audiencia Los escribanos en su es-
tancia notificarán á los procuradores las providencias
dadas (I).

En las Audiencias, segun las disposiciones dictadas
en las Ordenanzas, el sistema de publicidad se acomoda
á las reglas siguientes. Cada Sala principia por el despa-
cho de sustanciacion, dándose cuenta primero por los
Escribanos de Cámara y despues por los Relatores, los
cuales deberán despachar por el órden de antigüedad, y
todo se sustanciará precisamente en audiencia pública,
escepto las causas que estén en sumario y aquellas en
que á juicio de la Sala se oponga la decencia á su publi-
cidad. ,Los autos que diese en público el Presidente de la
Sala, tendrán la misma fuerza que si se hubieren provei-
do por votacion, á no ser que en el acto los reclamase al-
gun otro Ministro de los que componen la Sala. La vista
de todo pleito ó causa deberá tambien ser necesariamen-
te en audiencia pública, escepto cuando á juicio de la
Sala exija la decencia que el negocio sea á puerta cerra-
da; pero aun en este caso podrán asistir siempre los in-
teresados y sus defensores. Para la vista en todo asunto
se señalará dia, con uno ó mas de anticipation, y cuan-
do el negocio fuese largo, se hará para el dia determina-
do y siguientes. Las sentencias definitivas despues de fir-
madas por todos los Magistrados que hayan concurrido á
la vista se publicarán en la Sala originaria leyéndolas el
Ministro semanero (2) y hallándose presente el Escriba-
no de Cámara del pleito ó causa respectiva para autori-
zar la Publication. En las vistas de pleitos y causas será
cargo de cada Relator anotar bajo su firma en el proceso
el dia en que empezó y concluyó la vista, espresando el

(1) .Arts, 79, 80, 81, 82, 86. 87. 88, 89 y 90 del Reglamentoi a juz.
gados.

(4) Hoy el Presidente, segua anteriormente hemos dicho.
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nombre de los Jueces y de los defensores que hubieren
asistido á ellas (1).

En el Supremo Tribunal de justicia se sigue un mé-
todo análogo para la debida publicidad en los pleitos y
causas. El Reglamento previene tambien que todas las
Salas de justicia principien por el despacho de sustancia-
cion, dándose cuenta primero por los Escribanos de Cá-
mara y despues por los Relatores; luego se procede á
la vista de los negocios pendientes, y seguidamente á la
de los señalados para aquel dia, haciéndose todo en au-
diencia pública, á escepcion de las causas que se hallen
en sumario y de aquellas en que, á juicio de la Sala, se
oponga la decencia á la publicidad. Las sentencias defi-
nitivas se publican leyéndolas el Ministro semanero (2) y
hallándose presente el Escribano del pleito ó causa. El
Secretario publicará en Tribunal pleno lbs decretos y
Reales órdenes que se comuniquen, pasándolos á la res-
pectiva Escribania á que correspondan despues de regis-
trados en un libro que llevará al efecto (3).

La publicidad en los juicios civiles y criminales tam-
bien se ha consignado eu el proyecto de ley presentado
á las Córtes en 7 de Enero de 1865 sobre reorganizacion
de los Tribunales del fuero comun y en el de casacion ci-
vil y criminal y reorganizacion del Tribunal Supremo de
Justicia de 4 de Abril de 1867.

(1) Artículos 27 al 39 de las Ordenanzas de las Audiencias.
(2) Segun el Real decreto de 5 de Enero de 1844 hate sus veces el

Presidente de cada Sala.
(3) Artículos 9, 13 y 34 del Reglamento de 17 de Octubre de 1835.
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ARTICULO 11.

En cualquier estado de la causa en que resulte ser
inocente el arrestado ó preso, se le pondrá inmediata-
mente en libertad sin costas algunas. debiendo rerle con-
cedida tam5ien, pero con costas y bajo fianza ó caution
suficiente en cualquier estado en que, aunque no resulte
su inocencia, aparezca que no es reo de pena corporal.
Solo cuando to fuere por algun otro delito se suspenderá
la soltura en estos casos.

Deberán considerarse como penas corporales además
de la capital, la de azotes. vergüenza, bombas, galeras,
arsenales, presidio, obras ptíblicas, destierro del reino
y prision ó reclusion por mas de seis meses.

Comentario.

Las disposiciones contenidas en este artículo esten
derogadas, en su primera parte, por la Bey provisional
para la aplicacion del Código penal y Real decreto de 30
de Setiembre de I1^53 (! ); y en su segunda, por el Códi-
go penal que hate otra distinta clasificacion de las penas.

Unicamente, algunos escritores suscitan la cuestion
de si en el caso de absolver de la instancia al procesado
en la primera, debe procederse á la excarcelacion aun
antes de élevarse en consulta el proceso á la Superiori-
dad. Nos inclinamos á esta opinion, sin embargo de que
en la ley y en la práctica no la vemos resuelta, quizá
tambien porque, segun hemos indicado antes, la práctica
de la absolution de la instancia, y mucho mas despues
de la latitud que la regla 45 de la ley provisional conce-
de á los Jueces y Magistrados, no nos parece sostenible.
El mismo Reglamento provisional en su art. 51 se opone
á esta doctrina, conforme veremos despues, pues dicta

(5) Véanse las páginas	 á la 43.
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como medida general el sobreseimiento en las causas en
que no resulta justificado el acto punible que dió lugar
al procedimiento 6 cuando tan solo constan méritos para
castigarlo con alguna pena leve.

ARTICULO 4.

A ningun . procesado se le podrd nunca rehusar, im-
pedir ni coartar ninguno de sus legítimos medios de de-
fensa, ní imponerle pena alguna sin que antes sea oido
y juzgado con arreglo á derecho por el Juez ó Tribunal
que la ley tenga. establecido.	 ,>

Comentario.

No requiere explicacion la doctrina consignada en este
artículo, que es un principio de justicia universal. Nadie
puede ser condenado sin ser oido y juzgado con arreglo
á las leyes. Lo contrario, constituiria un delito que daria
lugar á una verdadera responsabilidad criminal, por par-
te de los Jueces que procediesen arbiutrariamente. A este
propósito el Código penal establece diferentes sanciones
y señala como verdadero delito el impedir el curso de
una solicitud ó cerrar arbitrariamente los eaminos que
tenga un procesado para utilizar los recursos legales (4).

De tal manera es sagrado el derecho de la defensa que
cuando los procesados no tienen Abogado ni procúrador
que voluntariamente les defiendan y se hallan en clase de
pobres. se les nombran de oficio los que estén en turno,
pasando para ello el proceso á los Colegios respectivos.

b
Iii	 'b

n,
h

(f) Articulos 19, 86, 87 y 30! del Código penal. 	 >,

r,
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AarfcULo 13.
-o''	 l;*

Los Fiscales y los Promotores fiscales podrdn ser
apremiados d instancia de las partes como cualquiera de
ellas; y las respuestas ó exposiciones de los mismos así
en las causas criminales como en las civiles, no se reser-
vardn en ni gun caso para que los ínteresa dos dejen de
verlas.

Cuando estos funcionarios hablen en Estrados como
actores ó coadyuvantes de ltt accion, lo harán antes que
los defensores de los reos ó de las personas demandadas.

Comentario.

Aungq.e este artículo se re[iiere solo al procedimiento
y trata de dar garantías para su brevedad, permitiendo
que el Ministerio público sea apremiado como los parti-
culares cuando trascurran los términos legales, y bajo
este punto de vista requiere poca explication, rózase con
él una cuestion importantísima, que es la de examinar
cuál es la verdadera representation del Ministerio fiscal en
las causas criminales y si debe 6 no considerarse como
parte en los autos.

EI Reglamento provisional parece que en este artículo
asemeja el Ministerio público á las partes en el juicio;
pero establece diferencia en el mero hecho de designarle
separadamente. Las Ordenanzas de las Audiencias dicen
espresamente que el Ministerio fiscal sea parte en las
causas sobre delito público y aunque haya acusador par-
ticular. En otras varias Reales órdenes se habla de los
casos en que el Ministerio público debe ser parte.

Otros, sin embargo, consideran al Ministerio fiscal
como el censor público de la buena administration de
justicia, en cuyo sentido se espresa la Circular de 6 de
Febrero de 1844. Otros sostienen, y es la opinion mas ge-
neralmente recibida, que el Ministerio público es el re-
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present ante de la ley; pero á nuestro juicio el verdadero
representante de la ley es el Tribunal que la aplica, de-
biendo considerarse la accion del Fiscal como represen
tante del interés social para que los delitos se castiguen.•,
Esta accion social, esta acusacion en nombre de la vin.,
dicta pública es propiamente la importantísima funcion.,
que ejerce por medio de sus representantes en diversos,,
grados el Ministerio fiscal en los asuntos criminales. Ea,.
el órden civil, y principalmente cuando el Ministerio
público representa los intereses de la hacienda es verda-
deramente una parte en el juicio, que no per ser muy,,
importante deja de estar sometida á las mismas condi-
ciones que el particular que con él litiga.

El Reglarnento provisional dice que las respuestas ó
exposiciones de los Fiscales, así en las causas criminales
como en las civiles, no se reservarsn en ningun caso para
que los interesados dejen de verlas; mas esto deberá en-
tenderse respecto de las primeras una vez terminado el
sumario. Durante este, la intervention del Ministerie
público es esclusiva, como la accion particular, y el pro-
cesado no tiene medios de enterarse de los procedimien-
tus. No sabemos hasta qué punto este sistema de sustan-
ciacion garantizará con los intereses de la sociedad los
derechos del indivíduo, porque la verdad es que si res-
pecto de muchos criminales hay que sostener una verda-
dera lucha de sagacidad y penetration, respecto de otros
son escasas las garantias con que pueden contar en este
primer período del juicio crimiB^l.

El Reglamento señala la forma en que han de hater
use de la palabra en Estrados los representantes del Mi-
nisterio fiscal, cuando hablan como actores ó coadyuvan-
tes de la accion. Bajo este punto de vista los equipara por
completo á las partes del juicio, y diferentes Reales órde-
nes sancionan Los mismos preceptos, estableciendo que
cuando el Fiscal se presenta en Estrados sosteniendo la
sentencia de que hubiere apelado ó suplicado el reo, debe
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hablar despues que el defensor de este, y usar de la pa-
labra el último siempre que apoye la sentencia cuya re-
vocacion ó enmienda solicite el reo, haya este suplica-
do ó nó (t).

ARTÍCULO 14.

Fenecida cualquiera causa civil ó criminal, si alguien
pidiese que á su costa se le dé el testimonio de ella ó del
Memorial ajustado, para imprimirlo ó para otro uso, es-
tará obligado d mandarlo as í el Juez ó Tribunal res-
pectivo.

Comentarlo.

Esta es una garantía mas en favor de los procesados,
puesto que por medio de la impresion del proceso y de
la publicidad de la causa, la opinion pública puede apre-
ciar por completo la justicia con que se ha procedido.
Para la aplicacion de este artículo del Reglamento se han
dictado despues algunas disposiciones de que vamos á
dar una ligera idea.

Pero antes conviene decir que, á nuestro juicio, la
latitud que la letra d21 artículo del Reglamento que ve-
nimos comentando concede á cualquiera persona para
poder conseguir que se la facilite testimonio de un pro-
ceso, nos parece escesiva, puesto que el precepto debe-
ria solo entenderse respecto de los que han intervenido
en el proceso. Dejar á merced de los particulares la repu-
tacion y la honra de todos los demás, hasta el punto de
que sin derecho puedan obtener testimonios de las cau-
sas que á otros se han formado, no nos parece convenien-
te; y en efecto, la práctica de los Tribunales propende á
restringir el uso de este derecho que parece ilimitado.

(i) Vbanse las Reales órdenes de 13 de Octubre de í8/I3, 13 de Oc-
tubre de 1844 , 7 de Octubre de 4845 v 23 de Junio de 1849.
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Asi es que habiéndose elevado al Gobierno varias ex-
posiciones dirigidas á que por los Tribunales y archivos
dependientes del Ministerio de Gracia y Justicia se per-
mitiese reconocer y sacar copias de causas y otros docu-
mentos judiciales, S. M., oyendo el parecer del Tribunal
Supremo, y deseando por una parte dar toda la latitud
posible al principio de la publicidad de los juicios consig-
nado en nuestra legislation, y evitar por otra los abu-
sos que pudieran come!erse fiando sin ninguna precau-
cion á miras especulativas; documentos en que se con-
signan respetables intereses de las familias y del Estado,
acordó las siguientes reglas: 1.' Los Tribunales y Juzga-
dos mandarán facilitar testimonios á cualquiera que lo
pida de las causas ó pleitos fenecidos que se hubieren
incoado con posterioridad al 26 de Setiembre de1835,
salva la escepcion contenida en el art. 10 del Reglamen-
to provisional. 2.' Cuando el testimonio que se solicite
fuese relativo á causa ó pleito promovido con anteriori-
dad á dicha fecha ó á asuntos gubernativo-judiciales 6
correspondiente á la jurisdiction voluntaria, los Tribu-
nales ó Jueces concederán ó negarán la liceñcia segun lo
creyesen conveniente, atendido el interés de las familias
y del público, pero oyendo siempre al Ministerio fiscal y
á las pattes interesadas cuándo sea procedente. 3.' Cuan-
do los testimonios que se pidan no sean literales de todo
un pleito, causa ú otrb documento, sino'solo de alguna
parte de él, antes de mandarse expedir, se pasará la pe-
ticion al Ministerio fiscal para que haga las adiciones que
crea necesarias , á fin de que aparezcan íntegros los he-
chos ó las razones que contengan los procesos ó docu-
mentos. 4.' Los testimonios se expedirán con sujecion
al señalamiento que se hiciere por el escribano á quien
corresponda, abonando el que los pida los derechos con
arreglo á arancel y sin poder para ello extraerse de la es-
cribanía los documentos originales. 5.' Si los testimonios
de pleitos ó causas se sacaren para imprimirlos, se, su-
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primirán en la impresion los nombres de los Magistra-
dos ó Jueces y de las demás personas que en cualquier
concepto hubiesen intervenido en el asunto, sustituyen-
do en su lugar letras ó números (1). 6." La providencia
judicial en que se mande franquear el testimonio, no exi-
mirá de la pena en que incurra, con arreglo á derecho , á
la persona responsable de la publication, i. Las peticio-
nes que se dirijan á reconocer y sacar copias de los do-
cumentos y papeles no comprendidos en los artícnlos 1. 0 ,
2.° y 3.°, y que se custodian en cualquiera de los demás
archivos dependientes del Ministerio de Gracia y Justicia
se elevarán á S. M. por co^ducto del mismo, y serán re-
sueltas con sujecion á las reglas establecidas en la Cir-
cular del Ministerio de la Gobernacion de 20 de Abril de
1844.	 ►,	 ! .

ARTÍci Lo 15.	 1'

Todos los Tribunales g Jueces ordinarios haì'áaa pú-
blicamente en el sábado de cada semana una visita, Iasi
de la cárcel ó cárceles públicas del respectivo pueblo,
cuando hubiese en ella algun preso ó arrestado pertene-
ciente á la Real jurisdiction ordinaria, como de cualquier
otro sitio en que los haya de esta clase; y en diclta visita,
en la cual se pondrán de manifiesto todos los presos, sin
escepcion alguna. examinarán el estado de las causas de
los que to estuvieren á su disposition; los oirán si algo
tuviesen qne esponer; reconocerán por sí mismos las ha-
bitaciones de los encarcelados, y se informarán puntual-
mente del alimento, asistencia y trato que se les dá y de
si se les incomoda con mas prisiones que las necesarias
para su seguridad. ó se les tiene en incomunicacion, no
estando así prevenido; y pondrán en libertad d los que no
deban continuar presos, tomando todas las disposiciones
oportunas para el remedio de cualquier retraso, entorpe-

(1) No nos parece bastante razonada esta disposition.
5
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cimiento ó abuso que advirtiesen y avisando d la autori-
dad competente. si notasen males que ellos no puedan
remediar.

Si entre los presos hallasen alguno correspondiente á
otra jurisdiction, se limítarán á examinar cómo se le tra-
ta, á reprimir las faltas de tos carceleros y d comunicar
á los Jueces respectivos lo demás que adviertan y en que
toque á estos entender.

Para hacer estas visitas los ?'ribunales colegiados,
bastard que asistan dos de sus Ministros y un Fiscal.

ARTícUtó 16.

Sin embargo, en las capitales donde hubiese Real
Audiencia será ésta la que haga dicha visita semanal, á
la cual deberán asistir los Jueces de primera instancia y
los Alcaldes y Tenientes de alcalde del pueblo con las
causas de sus respectivos re, si los tuvieren, para in-
formar sobre lo que se ofrezca.

Si en la capital se debieren visitar dos ó mas cárceles
podrán nombrarse para cada una de ellas dos Ministros
y un Fiscal, á fin de que todas sean visitadas simultánea-
mente y con menos trabajo.

Donde sin haber Audiencia existiesen Jueces letrados
de primera instancia, serán ellos los-que hagan la visita,
concurriendo tambien los Alcaldes y los Tenientes de Al-
calde para informarles si tuviesen á su dísposicion algun
preso.

ARTÍCULO 17.

Las Audiencias donde residan y en los demás pueblos
los Jueces de primera instancia, y en su defecto tos Al-
caldes, harán además públicamente una visita general de
..las respectivas cárceles públicas y de cualquier otro si-
tio donde haya presos del fuero ordinario en los tres dias
señalados por las leyes, y en el que, do siendo feriado,
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preceda mas inmediatamente al de la Natividad de Nues-
tra Señora; ejecutándose en esta visita to mismo que
queda prescrito respecto d la semanal.

Pero d las visitas generates que Hagan tas Audiencias
concurrirán el Regente y todos los Ministros y Fiscales;
y asá á las primeras como á las que de igual clase hagan
por sí los Jueces inferiores, deberán asistir sin voto dos
Regidores dei pueblo, ai cuyo fin el Regente ó Juez res-
pectivo cuidarcí de avisar anticipadamente al Ayunta-
miento para que los nombre. Estos Regidores tendrán lu-
gar y asiento con et Juez y con ci Tribunal , despues del
prinero, cuando concurran con él solo, . y despues de
los Fiscales cuando lo hagan con la Audiencia.

ARTÍCULO 18.

Siempre que alqun preso ó arrestado pidiese ser oido,
et Juez ó un Míaistro de la Sala que conozca de la causa,
pasará d oirle cuanto tenga que esponer, dando el último
cuenta at Tribunal.

Coinentario.

Todos estos artículos tratan de las visitas de cárceles,
y ellos, las Ordenanzas de las Audiencias, el Reglamen-
to de los Juzgados y algunas disposiciones reglamenta-
rias forman la completa legislation sobre este importan-
t+e asunto_ Las visitas de cárcel son una garantía más para
1os procesados y un medio para que hagan efectivas to-
das las reclamac ones fundadas que tuvieran que hater.

La inspection periódica que los Tribunalesaejercen so-
bre las personas que se hallan presas ó detenidas durante
la sustanciacion del proce o, tiene por objeto examinar
el estado de sus causas y oil sus quejas y reclamaciones.
Dos clases de visitas Se verifican, unas ordinarias ó se-
manales y otras generales.
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Las visitas ordinarias se hacen, segun el Reglamento
provisional, por los Jueces y Tribunales ordinarios los
sábados de cada semana, pero si fuese feriado este dia
tienen lugar el dia que les preceda sin esta cualidad, y
no la semana en que se haga visita general (1). Los Jue-
ces de primera instancia la verillcan cada uno en su res-
pectivo Juzgado acompañados del Promotor fiscal, de
los escribanos y de los procuradores que tengan presos en
la cartel; pero en las capitales donde haya Audiencia esta
visita se verifca, segun el art. 46 del mismo Reglamen-
to provisional, por la`inisrna Aiudiencia, a cuyo efecto se
ha prevenido con posterioridad que sean dos Magistrados
y el Fiscal Los encargados de efectuarla (a), concurrien-`
doa ella los Escribanos de los Juzgados, los Alcaldes, el
Escribano de Hacienda publica y el de Camara que esta
en turno, el cual ejerce funciones de Secretario. Los Pro-
motores fiscales tienen obligation de asistir(3).

Cuando las Audiencias son las qub verifican la visita
semanal, en la forma indicada, asisten los Jueces infe-
riores, y acompañan desde la Audiencia a los' Magistra-
dos un portero y dos alguaciles en traje de ceremonia.
Los Ministros que practican la visita deben oir las quejas
que los presos les dieren de palabra ó por escrito, con
separation de los alcaides, y oido tambien el Fiscal
acordar lo que corresponda sobre ella y lo demás que sea
propio de la visita; pasando a la Sala respectiva las soli-
citudes y reclamaciones que requieran conocimiento de
causa (4). En las cabezas de partido donde no reside
Audiencia, el acto de la visita ordinaria se verifica en la
forma que prescribe el Reglamento de los Juzgados que

(1) Real decreto de 26 de Mayo de 1854.—Art. 11.
(9) Art. 31 del Reglamento de Juzga.los.

+ (3) Art. 31 del Reglamento de Juzgados.
(4) Articulos 49 al 63 de las Ordenanzas e las Audiencias y Real

decreto de 5 de Enero de 1844.
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es sustancialmente la siguiente: El jueves de cada sema-
na el alcaide de la cartel entrega al Juez una lista de los
procesados cuya causa se esté siguiendo y se hallen pre-
sos, con cuyos antecedentes, el Juez, Promotor fiscal, es-
cribanos, alguaciles y procuradores se trasladan desde la
Audiencia al establecimiento y colocado el Juzgado en la
Sala de visitas'por el órden espresado, presenta el alcaide
sucesivamente los presos que quieran ser visitados y que
no estén en incomunicacion y el Juez oye sus reclamacio-
nes (I). Acompanado éste del Secretario y Promotor vi-
sita lo interior de las cárceles, de manera que no quede
ningun preso que no se le presente y oye sus peticiones.
Si estas son relativas a los procedimientos que contra el
preso se siguen y merecen alguna importancia, se hacen
tambien constar por medio de certification en la causa;
pero si no, provee el Juez sobre ellas por sí ó dando órde-
nes ó avisos a quien corresponda. Si los presos dependen
de otra jurisdiction que no sea la ordinaria, tambien son
oidos, mas el Juez se limita d dirigir sus reclamaciones
a quien proceda. El resultado de la visita se estiende en
un libro que lleva al efecto el Secretario del Juzgado con
espresion de las reclamaciones que hubiesen ocasionado
providencia (e).

Las visitas extraordinarias G generales son cuatro al
año, en determinados y solemnes dias, á saber: 4.' el
sábado de Ramos {3); i ' en la Pascua del Espiritu Santo;
3.' en la Natividad de Nuestra Senora, y 4.' en la Pascua
de Navidad , verificándose las tres últimas en el dia que,

(1) La Constitution de 1812 previene expresamente en sus articulos
292 y 299 que todos los presos se pro>enten y ninguno deje de ser vi-
sitado.

(2) Articulos 93 al 100 del Reglamento de Juzgados.
(3) Por Real Orden de 17 de Marzo de 18,2 se resuelve que la visita

general de cárceles antes de Semana Santa se veritiique el martes de la
misma semana, por ser eL ultimo del despacho, segua lo diapsesto ep
el Real decreto de 10 de Mayo de 1851, sobre vacaciones. 	 -

s^
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no siendo feriado, preceda inmediatamente á dichas fes-
tividades. Algunas veces tambien, y por disposicion es-
presa del Gobierno, se verifican visitas extraordinarias
con objeto de aplicar indultos generales.

Las visitas generales se efectúan del mismo modo que
las semanales en las cabezas de partido en que no hay
Audiencia, d á ndose cuenta al Juez por los respectivos
escribanos del estado de todas las causas pendientes y
examinando los libros de entrada y salida de presos que
debe llevar el alcaide á fin de remediar gubernativamen-
te cualquiera falta que advirtiese (1). Si en la capital hu-
biese algun presidiario con causa criminal pendiente,
debe hacérsele conducir á la cárcel con toda seguridad
por el Comandante del presidio para que sea tambien vi-
sitado y participe de este beneficio como los demás pre-
sos (2).

A las visitas generales que hagan las Audiencias con-
curren el Regente y todos los Ministros y el Fiscal (3):
La preparacion de ellas se verifica del modo siguiente:
Dos dias antes pasan al Sécretario de la Audiencia (4) los
escribanos de los Juzgados de primera instancia de la
capital una lista de todas las causas pendientes en sus
escribanías, con espresion del nombre de los reos, su
domicilío, tiempo que llevan de prision, si están d nó
incomunicados, delito por el cual se procede y estado de
cada proceso, cuya obligation tambion era estensiva á
los Escribanos de Hacienda pública antes de suprimirse
esta jurisdiction esi,ecial. Con vista de estas notas , po-

(1) Art. 101 del Reglamento de Juzgado .
(fit) Art. 552 tle la Urd.nonza de Presidios.
(3) Hoy solo hay en cada Audiencia un Fiscal que entiende en todos

los asuntos en que debe intervenir por razor de su cargo.—Real órden
de St6 de Abril de 1844.

(4) Lá9 ordenamas de las Audiencias dicen que se pasarán las rela-
ciones á la Escribania de Camara del crimen mas antigua. que hoy no

existe.
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niéndose de acuerdo con los Escribanos de Cámara, y
reuniendo tambien la lista que deben pasarle los alcaides
de las cárceles, forma el Secretario, y entrega al Regente
el dia anterior de la visita, una lista general espresiva de
las causas de todos los presos que residan en la misma
poblacion y lo estén en la cárcel pública, en alguna de
distincion ó en. su casa. En el dia anterior á la visita ge-
neral se reune el Tribunal pleno, con asistencia del Fis-
cal, los Relatores y Escribanos de Cámara y los Escriba-
nos de los Juzgados que tengan causas en que hubiese
presos, y se acuerda, oido el Fiscal, lo que sea proce-
dente respecto á las causas de que puedan instruirse 6
en que no tengan duda para evitar una gran detention
en el acto de la visita. Llegado el siguiente dia se reune
el Tribunal media hora antes de la señalada para la visi-
ta, proceden al despacho de sustanciacion en las respec-
tivas Salas y despues pasan á hater la visita. Acompañan
á la Audiencia, detras del que presida, el Secretario y
dos porteros, precediendo á los Ministros, Fiscal y Re-
gidores los demás porteros y los alguaciles, debiendo it
todos en traje de ceremonia. Las Ordenanzas prescriben
que los Jueces, el Alca}j ie y Teniente de alcalde, si tuvie-
ren algun preso á su dísposicion, estén á la puerta prin-
cipal del edificio por donde haya de empezar la visita
para recibir á la Audiencia y despedirJa, pero Io que se
acostumbra es que al pié del estrado, en la Sala de au-
diencia de la cárcel, reciban Ios Jueces á los Magistrados
y despues se empiece el acto. En él el Ministro mas mo-
derno vá llamando por las listas antes referidas todas las
causas, el Secretario dá cuenta de su estado, el Tribu-
nal oye las esposiciones de los presos ¢ de sus procura-
dores ó defensores; el Regente les interroga, si lo tree
oportuno, sobre el trato que se les dá en la cárcel , y pu 

-blica respecto de cada causa la providencia que se hu-
biese acordado. Despues los dos Ministros mas modernos,
el Fiscal y los Jueces pasan á reconocer lo linterior de
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las cárceles y dan cuenta al Tribunal de lo que hubiesen
advertido (1).

Cuando el Tribunal Supremo tenga que practicar las
visitas, lo hate segun lo prevenido en el Reglamento
provisional; pero basta que concurran el Presidente, seis
Ministros y el Fiscal. Además debe cuidar °de que cada
año, por medio del Ministro que elija al efecto, se haga
visita de los subalternos del Tribunal para ver si cum-
plen bien con las obligaciones de sus oficios (2).

ART1CULO 19.

Los Jueces y Tribunales, así como deben cuidar de que
los Abogados les guarden el debido respeto y se arreglen
d las leyes en el ejercicio de su proresion, es tan obligados
d tratarlos con el decoro correspondiente, y ¿ no ser que
hablasen fuera de Orden ó se escedieran en alguna otra
manera, no les interrumpirdn ni desconcertardn cuando
informen en Estrados, ni les coartardn directa ni indi-
rectamente el libre desempeño de su encargo.

Comentario.

No requiere eaplicacion este artículo, pues consigna
inicamente al propio tiempo que el respeto y decoro con
que los Abogados deben tratar a los Tribunales, que repre -
sentan el elevado principio de la justicia, la considera-
cion que estos a sti vez deben guardar a los que desem -
peñan la noble profesion de la abogacia. Nuestras anti-
guas leyes consignaron sobre este punto acertados prin-
cipios •(3); pero los que conviene tener presentes parti-
ctrlarmente, además del precepto del artículo de que tra-

Q) Art. 49 y siguientes de las Ordenanzas.
(2) Artículos 19 y 20 del Reglamento del Tribunal Supremo de 17

de Octubre de 1835.
(3) Ley 7, titulo 7. Parti la 3.'.
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tamos, son los de las Ordenanzas de las Audiencias y Re-
glamento de los Juzgados.

Las Ordenanzas prescriben que cuando los Abogados
tengan que hablar en Estrados se sienten en el lugar des-
tinado al intento y que para estos actos no puedan con-
currir mas que dos Abogados por cada parte (1) ; que
cuando concurran á la defensa de algun pleito ó causa
no interrumpan á los Relatores en su relation ni á los
demás abogados en sus discursos; si los unos ó los
otros hubieren padecido alguna equivocation en algun
hecho, puedan despues rectificarla los que lo estimen
oportuno; y que no salgan de la Sala en que hayan en-
trado á informar sobre algun negocio mientras dare la
vista de él, sin licencia del Presidente de aquella. Ade-
más se previene terminantemente en las mismas Orde-
nanzas, en consonancia con el precepto del Reglamento,
que asi en sus informes como en sus escritos cuiden
siempre de producirse con todo el decoro que correspon-
de á su`noble profesion, evitando expresiones bajas, ridí-
culas 6 impropias del lugar en qne se profieren ó de los
Jueces á quienes se dirijen y no apoyando nunca sus ar-
gumentos sobre hechos supuestos 6 desfigurados ó sobre
supuestas disposiciones legales ó doctrinas, ni divagando
á especies impertinentes ó inconexas, ni extraviándose
de la cuestion (2). En los Juzgados eáá mandado la ob-
servancia del art. 190 de las Ordenanzas (3 ).

Por algunas Reales órdenes posteriores se ha encarga-
do en general la observancia de estos preceptos. Princi-
palmente cuando en los Tribunales se han tratado eues-
tiones políticas, ha sido frecuente el esceso en la mane-
ra de producirse algunos Abogados y tambien frecuente
el esceso de represion. Con el fin de corregir tales abu-

(1) Se encarga lo mismo en Real órden de !3 de Octubre de l84..
(2) Art. 193 al 196 de las Ordenanza'.
(3) Art. 58 del Reglamento de Juzgados.
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sos se dictó la Real órden de 7 de Octubre de 1845 en
que se encarga •que no se convierta en tribuna parlamen•
taria la morada de la templanza, de la imparcialidad y
de la justicia y no se propase a excitar con discursos
agenos de la austeridad del foro, demostraciones osten-
sibles de aprobacion ó desaprobacion que nunca han con-
sentido la circunspeccion y decoro de los mismos Tribu-
nales. ' Otra Real órden encarga tambien que los Aboga-
dos defensores traten con decoro y consideration al Mi-
nisterio fiscal, porque todo lo que cede en menosprecio
de los Magistrados y agentes que tienen á su cargo la
defensa. de los intereses generales de la sociedad, cede
tambien en desdoro de la justicia y de los Tribunales
que la administran (1).

En las vistas, los Abogados pueden hablar con el bxr-
rete puesto, pero descubriéndose al tomar la venia al
empezar á hablar y al concluir sus informes orales (2).

Para que se les guarde todo el decoro y consideracio-
nes debidas, debe haber en las Audiencias un departa-
mento ó parage donde puedan esperar decentemente
mientras se les llama á la vista de los pleitos y causas á
que concurran, vestir la toga para presentarse en Estra-
dos, recordar los puntos capitales de las defensas y con-
sultar los Códigos, á cuyo efecto pueden tener a11í libros
y demás que nece^ten, á costa del Colegio respectivo (3).

Respecto al procedimiento civil ténganse.presente los
artículos 42 y 43 de la ley de Enjuiciamiento.

'1

(1) Real órden de 7 de Octubre de 1845 y Circular del Fiscal del
Supremo Tribunal de 11 del mismo:

(2) Bealbrdeu de 5 de Ma y o de 1836.
(3) Art, 33 de los Estatutos de los Colegios de Abogados.
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ARTlCULO. 20.

Los Tribunales se abstendrern tambien de molestar o
desautorizar d los Jueces inreriores con apercibimientos,
reprensiones ú otras condenas, por leves y escusables fal-
tas ó por errores de opinion en casos dudosos y sin per-
juicio de censurarlos ó corregirlos cuando efectivamen-
te lo merezcan, no dejar, do nunca de tratarlos con aquel -
decoro y consideration que se debe d su Ministerio.

Comentario.

El precepto que por este artículo se impone á los Tri-
bunales superiores respecto de los inferiores, merece el
mayor elogio: porque, en efecto, la administration de
justicia se despi°estigiaria si á cada paso y por leve moti-
vo se impusiesen correcciones. Es frecuente que las par-
tes produzcan recursos de queja inmotivados ó atribu-
yendo al Juez defectos y omisiones que dependen mu-
chas veces de los funcionarios subalternos, y por lo tan-
to los Tribunales superiores han de ser muy cautos en
acoger esta clase de recursos.

En órden al procedimiento civil la moderna ley de
Enjuiciamiento ha determinado el caso en que puede pro-
ceder el recurso de queja por denegacion de apelacion (1).
Pero á veces este recurso se introduce no precisamente
porque se denieguen apelaciones, sino porque se proce-
da con lentitud ó parcialidad ó se ocasionen trámites y
gastos innecesarios, ó se cause algun perjuicio de tal na-
turaleza que no sea susceptible de subsanacion por los re-
cursos ordinarios, en cuyos casos la queja se dirige para
que el Tribunal superior haga cesar el motivo del agravio.
Cuando esto ocurre se pide informe por el Tribunal su-
perior al inferior, algunas veces con la justification opor-

(1) Art. 75 de la ley de Enjuiciamiento civil.
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tuna, esto es, acreditando la razon de su conducta; y con
vista de lo que expone, puede el Tribunal determinar lo
que crea justo y aún hacer uso de la jurisdiccion disci-
plinaria para corregir al Juez; 6 bien mandar que á su
tiempo, esto es, cuando vaya el asunto al Tribunal, se
tenga presente la conducta del Juez y se haga la anota-
cion oportuna en el libro de informes. •+
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CAPÍTULO SEGUNDO.	 •^	 .
1o:r

DE LOS JUICES Y JUICIOS DE PAZ Ú ACTOS DE COYCILIACIOi T

DE LOS ALCALDES DR LOS PUESLOS COMO JUICES ORDINARIOS.

t

SECCION I •'
Diu	 ti	 !b1

Jueces y juicios de paz.

Toda la materia de que trata la seccion í. de este ca-
pítulo del Reglamento está derogada por recientes dispo -
siciones, en cuanto al enjuiciamiento civil, y respecto
del enjuiciamiento criminal, por el Real decreto de 2$.
de Octubre de 1855 que trasfirió á los Jueces de paz las
facultades que el Reglamento confería á los Alcaldes.
Pero como aún es necesaria la celebration del acto de
conciliation en to criminal para la interposition de algu-
nas querellas por delitos que solo se persiguen á instan-
cia de parte, diremos lo que sobre este punto creemos
mas indispensable.

La Constitucion de 1812 prevenia que sin hacer cons-
tar que se habia intentado el medio de la conciliation,
no se entablase pleito alguno; que el Alcalde de cada
pueblo ejerciese en él el oficio de conciliador; que el que
tuviere que demandar por negocios civiles ó por injurias
debiera presentarse á él con este objeto y con dos hom-
bres buenos nombrados uno por cada parte; y oyendo el
Alcalde al demandante y al demandado y enterándose de
las razones en que respectivamente apoyara su intention,
tomar, consultado el dictámen de los dos asociados, la
providencia que le pareciese propia para el fin de termi-
nar el litigio sin mas progreso, como deberia terminar-
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se, en efecto, si las partes se aquietasen con esta deci-
sion extrajudicial,(4).

Preciso es reconocer que el principio que guió á los
legisladores de Cadiz, al establecer este medio extraju-
dicial de evitar muchos pleitos, fué altamente laudable
y digno del mayor encomio. Sin embargo, lo absoluto
de sus preceptos hizo que en la práctica se tocasen gra-
ves inconvenientes, al menos en la interposicion de cier-
tas demandas de carácter urgente, como las ejecutivas.
las de naturaleza posesoria y aquellas otras que no eran
susceptibles de una verdadera transaccion. Aún en las
mismas causas criminales, se establecieron limitaciones
para la conciliacion; asi es que por Orden de las eortes
de 28 de Octubre de 1813 se declaró ya que no habia lu-
gar a la misma en las causas en que, empezando la pen-
dencia por injurias verbales, terminaba en alguno de
los delitos de los que pueden turbar la tranquilidad pú-
Mica.

Por esto, aunque por una parte se estendió a gran
número de personas la obligacion de celebrar el acto de
conciliacion por decreto de las Córtes de 18 de Mayo de
1851, restablecido en 20 de Agosto de 1836, compren-
diendo fl los militares y eclesiásticos, con algunas escep-
ciones y autorizando a toda clase de personas, aunque
gozaren ftrero, para asistir como hombres buenos fi los
jkicios de conciliation, estableciéronse escepciones por
r.azon de la materia y segun las indicaciones que antes
hemos hecho.

Publicóse el Reglamento provisional, y en el se re-
gularizaron los actos de conciliation en la forma que de-
terminan los artículos 9i al 30 que á continuation inser-
tamos:

(4) •A ieulos'2S2 z.1 284 de la Constitution de 1812.	 1 3iI
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ARTICULO 21.

Sin hater constar que se ha intentado el medio de la
conciliation y que ésta no ha tenido efecto, no podrd
entablarse en juicio ninguna demanda civil ni ejecutiva
sobre negocio susceptible de ser completamente termina•
do por avenencia de las partes, ni tampoco querella al-
guna sobre meras injurias, de aquellas que sin detrimen-
to de la justicia se repara la o fensa con solo la condona-
cien del ofendido.

ExceptQ a pse de la necesidad de que se intente antes
la conciliation.

i. Las causas que interesan a la Real Hacienda a
bas Positos ó a los Propios de los pueblos, a los demds
fondos y establecimientos públicos, d herencias vacantes
ó d menores de edad ó d los que se hallen privados de
la administration de sus bienes.

2.° Los negocios de que se debe conocer en juicio ver-
bal; los interdictos posesorios; los juicios de concurso;
las denuncias de nueva obra; los recursos para intentar
algiin retracto- ó tanteo q la retention de alguna gracia
v para pedir la formation de inventario o partition de
bievtes ó para otros casos urgentes de semejante natiNra-
leza. Pero si hubiere de proponerse despues demanda
formal que haya de causar juicio contencioso por escrito,
deberd preceder precisameute el acto de conciliation.

Comentarto.

Respecto de este artieulo debe tenerse presente, en
cuanto al procedimiento civil, que sus disposiciones es-
44n ,derogadas v modificadas por la ley de Enjuicianiien-
to civil (1) que establece los casos en que procede el alto
4e conciliation y sus escepciones; y-que solo puede con-

(b) -Articulos 2i1 y 302.
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siderarse subsistente el precepto del Reglamento en cuan-
to á la interposition de querellas de injuria, ó sea en el
procedimiento criminal.

Por lo que hate á las demandas entabladas en favor ó
contra el Estado y de las corporaciones públicas, como
la Hacienda pública, los Pósitos, Propios, Estableci-
mientos de Beneficencia, etc., aunque no es necesario
el acto conciliatorio, debe en el caso de demandárselas
hater constar préviamente, por medio de certification
librada en debida forma, que se han apurado los recur-
sos gubernativos y demás medios de avenencia, segun lo
que se previene en la Real Orden de 9 de Junio de 1847,
ley de 20 de Febrero de 4850, Real decreto de 20 de Se-
tiembre de 1851 y art. 173 de la Instruction de 34 de
Mayo de 1855.

ARTIcuLo 22.

En cada pueblo, el Alcalde y los Tenientes de Alcalde
egercerdu el oficio de Jueces de paz ó conciliadores y ante
cualquiera de ellos deberá pres^ntarse todo el que tuvíe-
re que demandar d otro por negocio civil ó por injurias
que no se comprendan en las excepciones del artículo pre-
cedente.

Comentario

Las únicas Autoridades competentes para conocer en
acto de conciliacion en los asuntos civiles, mercantiles
y criminales son los Jueces de paz y no los Alcaldes y
Tenientes de Alcalde como por el Reglamento se prescri-
bía. Así que es hoy de la competencia de estos funciona-
rios no solo el conocimiento de los actos de conciliacion,
en los que ninguna persona goza fuero, sino tambien las
atribuciones que en estos actos correspondian á los Al-
caldes antes de la vigente ley de Enjuiciamiento y se ha-
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llaban comprendidas en los artículos 22 al 30 del Regla-
mento provisional (I).

Estos funcionarios, cuando son letrados, sustituyen
en las cabezas de partido á los Jueces de primera instan-
cia en casos de ausencia, enfermedad ó vacante. Las cir-
cunstancias que han de concurrir en los que sean nom-
brados para desempeñar estos cargos, la forma del nom-
bramiento y las incapacidades para serlo se han liijado en
diferentes disposiciones que tienen completa esplicacion,
principalmente al tratarse del procedimiento civil (2).

ARTÍCULO 23.	 St

El Juez de paz, con dos hombres buenos, nombrados
ono por cada parte, pero sin necesidad de que asista
Escribano las oirá d ambas personalmente ó representa-
das por apoderados con poder bastante, se enterard de
las razones que aleguen y oido el dictámen de los dos
asociados .dará dentro de cuatro dias d lo mas la pro-
videncia de conciliacion que parezca mas propia para
terminar el juicio: la cual con espresion de si las partes
se conforman ú no, se asentará en un libro que debe lle-
var dicho Juez con el titulo de juicios de paz firmando en
él los hmbres buenos y los interesados si supieren y se
darán d estos las certificaciones que pidan.

Conientut io.

Este artículo está sustituido por el 212 de la ley do
Enjuiciamiento civil.

(1) Real decreto de 22 de Octubre de 1835.
(2) Véanse el Real decreto de 26 de Mayo de 1834, restablecido en SI

de Julio de 1867; el decreto citado de 22 de Octubre de 1833; el de 28
de Noviembbre de 1856; las Reales órdenes de 13 ale Marzo, dr 16 de
Abril y 21 de Ma yo de 1857; el decreto de 42 de Octubre de 1858 y to
Real Orden de 27 de Diciembre de 1867.

6
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ARTICULO 24.

La pronidencia del Juez de paz terminara efectiva-
mente el litigio si las partes se aquietasen con ella, en

cuyo caso la hard aquel llevar d efecto sin escusa ni ter-
giversacion alguna.

ARTICULO 25.

Si las partes no se con formaren todavia el Juez de paz
las exhortará d que por el bien de ellas mismas compro-
metan sus diferencias en arbitros, ó mejor en amigables
componedores, y lo liaran anotar en el libro con espre-
sien de si se convienen ó nó los interesados. Si tampoco
en esto se conviniesen, dard al que la pida una certifica-
cion de haberse intentado el medio de la conciliation y de
que no se confor•maron las partes ni se avinieron a un

compromiso.

-	 ARTICULO 26.

Toda persona demandada d quien cite un Juez de paz
para la conciliation estd obligada a concurrir ante el
para este efecto, ó personalmente o por medio de apode-
rado con poder bastante; y si residiese en otro pueblo la
citará el Juez de paz por medio de oficio d la Justicia res-
pectiva, señalando el término que sea suficiente.

Cuando el citado no cumpliere s se le citará segunda
vez d costa suya, conmindndole el Juez de paz con una
multa de 20 d 400 rs. vellon, segun las circunstancias
del caso y de la persona, y si aun asi no obedeciere dard
dicho Juez por terminado el acto, franqueard al deman-
dante certification de haberse intentado el medio de la
conciliation y de no haber tenido efecto por culpa del de-
mandado y declarando d éste incurso en la multa se la
exigirá o hard exigir desde luego con la aplicacion or-
dinaria.
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F:n las provincias de Ultramar podrá ser doble la
multa.

ARTÍCULO. 27.

Si la demanda ante el Juez de paz fuese sobre reten-
cion de efectos de un deudor que intente sustraerlos ó so-
bre algun otro punto de igual urgencia y el actor pidie-
re d dicho Juez que desde luego provea provisionalmente
para cortar los perjuicios de la dilation, to hará este aú
sin retraso y procederá inmediatamente al juicio de paz.

ARTÍCULO 28.

Cuando sean demandantes ó demandados los mismos
Jueces de paz y no haya en el pueblo otro que tenga este
carácler, hará las veces de Juez de paz el Regidor que
primero siga en órden y si fuere demandado ó demandan-
te el Ayuntamiento en cuerpo, se ocurrirá para la con-
ciliacion al Juez de paz del pueblo mas inmediato.

ARTÍCULO 29.

Los Jueces de paz y demás personas que concurran á
este juicio no llevarán por él derecho alguno ; pero para
atender al necesario gasto de libro y escribiente se po-
drán exigir dos reates vellon á cada parte que no sea Po -
bre de solemnidad, dobidudose la suma en Ultramar.

ARTÍCULO 30.

Los Jueces de paz, penetrándose de la importancia
de sus funciones y de lo mucho que interesa el que se evi-
ten cuanto sea posible los pleitos y disensiones entre los
ciudadanos, pondrán la mayor e f cacia en conciliar á los
que se presenten ante ellos; teniendo entendido que mien-
tras mas litigios y querellas torten, mayor será el ser-
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vicio que hagan al Estado y mayor el mérilo que contrai.
San d los ojos del Gobierno.

Comentario.

Todas las disposiciones de los artículos anteriores es-
tan modificadas por el 213 al 215 de la ley de Enjuicia-
miento civil y los decretos y Reales órdenes antes ci-
tados.

SECCION 2.'

4icatdes y Tenientes de Alcalde coin,

Jueces ordinarios.

ARTÍCULO 34.

Los Alcaldes y Tenientes de Alcalde son además Jue-
ces ordinarios en sus respectivos pueblos para conocer,
á prevention con el Juez letrado de primera instancia.
donde le hubiere, de bas demandas civiles cuya entidad
no pase de diet duros en la Península é islas adyacentes
y de treinta en Ultramar y de los negocios criminales
sobre injurias y faltas livianas que no merezcan otra pe-
na que alguna reprension ó correction ligera, determi-
nando unos y otra.c en juicio verbal.

Para este fin en cualquiera de dichas demandas se
asociará tambien el Alcalde ó el Teniente de Alcalde con
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dos hombres buenos nombrados uno por cada parte y
despues de oir al demandante y al demandado y el dictá^
men de los dos asociados dará ante Escribano la provi-
dencia que sea justa y de ella no habrá apelacion, ni
otra formalidad que asentarla con expresion sucinta de
los antecedentes en un libro que deberá llevar para los
juicios verbales, Jirmando el A ¿ca ide ó Teniente de Al-
calde, los hombres buenos y el Escribano.

Comentario.

Las disposiciones de este artículo se refieren á los
juicios verbales que, con arreglo al mismo Reglamento,
deben celebrars ante los Alcaldes; pero están derogadas
por completo, porque respecto de los que se refieran á
negocios civiles la ley de Enjuiciamiento atribuye su
competencia en primera instancia á los Jueces de paz,
determinando la cuantía de la cosa litigiosa en 600 reales
y en segunda á los de primera instancia (I); y respecto
de los de faltas rigen, en vez de este articulo, las dispo-
siciones de la ley provisional reformada para la aplica-
cion del Código que son las siguientes:

Los Alcaldes y sus Tenientes, en sus respectivas de-
marcaciones conocen en juicio verbal de las faltas de que
trata el libro 3. del Código penal con derogacion de todo
fuero (i). Para olio, en las poblaciones ó distritos muni-
cipales en que cada Alcalde ó Teniente de Alcalde tenga
designada una demarcacion determinada, cada uno de
ellos ejercerá la jurisdiction judicial ordinaria en el re-
cinto de su demarcacion sin poder delegarla y en donde
no existan estas demarcaciones, los Alcaldes ó sus Te-

(1) Art. 1162 de la ley de Enjuiciamiento civil.
(2) Regla !.' de la ley proTislonal reformada en 30 de Junio de

185o.
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nientes ejercerán á prevention todos loe actos de la juris-
diccíon ordinaria que les corresponden (I).

Deberán llevar en papel de oficio un libro foliado y
rubricado en todas sus hojas, en el cual se extenderá un
acta de cada juicio, que deberá contener el nombre y do-
micillio del reo, denunciador y testigos y el resúmen de
lo que cada uno de ellos hubiere ezpuesto ó declarado. El
acta será firmada por todas las personas que interviniesen
en el juicio y pudieren hacerlo. Eu las veinte y cuatro
horas siguientes dictará el Alcalde la sentencia, que será
notificada á las partes, haciéndola constar en el libro de
que antes se ha hablado, asi como las notificaciones. Los
Alcaldes y sus Tenientes no admitirán en estos juicios
ningun género de escritos, ni permitirán informes orates
de letrados. Si por la no comparecencia de un testigo, ó
por otro motivo justo, no fuese posible terminar el juicio
en un solo acto, se continuará al siguiente dia, eiten-
diéndose en cada uno de ellos el acta correspondiente que
firmarán los que hubiesen concurrido, en cuyo caso el
Alcaide dictará sentencia en la forma antes dicha. Los
juicios sobre faltas se celebrarán por ante Escribano 6
Notario, si los hubiere; eu otro caso, conforme á la
práctica general, intervendrá Fiel de fechos. Los Jueces
tie primera instancia deberán cutdar de que los Alcaldes
y Tenientes de Alcalde de sus respectivos partidos judi-
diciales, persigan las faltas que se cometan en ellos y
cuyo conocimiento les atribuye la ley. Las multas (2) que
en asuntos judiciales impongan los Alcaldes y Tenientes
ingresarán en el fondo de penas de Cámara en igual for-
ma que las impuestas por los Juzgados y Tribunales su-
periores. De la sentencia que diesen los Alcaldes no habrá

(I) Art. i.° de la Real brden de 26 de Setiembre de 18M que mo-
difica la de iS de Setiembre de 1817 por la que se autorizaba á los Al-
caldes para delegar en sup Tenientes.

(	 Que solo pueden e:igirse en papet.—Real decreto de 8de Asos-
to de 1852,	 y,
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lugar á otro recurso que el de apelacion para ante eI
Juez de primera instancia del partido (1).

Puede suceder que el número de Alcaldias y Tenen-
cias sea ma y or que el de los Juzgados de primera instan-
cia, ó que no convenga exactamente la demarcacion de
estos con la de aquellas, en cuyo caso deben tenerse pre-
sentes las siguientes reglas: 4. Aun cuando el número
de Alcaldias y Tenencias sea en algunas poblaciones ma-
yor que el de los Juzgados de primera instancia, todos los
Alcaldes y Tenientes, en su caso, ejercerán en sus res.
pectivas demarcaciones la jurisdiction que les atribuye
la regla primera de la ley provisional. 2.' Cuando la de-
marcacion de una Alcaldia se extienda sobre dos d mas
distritos judiciales, intervendrá en el juicio verbal sobre
faltas el Promotor fiscal del Juzgado err cuyo distrito se
hubiesen cometido aquellas. 3.' Las apelaciones de que
habla la ley provisional, se interpondrán, siguiendo el
mismo principio, para ante el Juez de primera instancia
en cuyo distrito se ha cometido la falta, aurl cuando la
mayor parte de la demarcacion del Alcalde ó Teniente de
Alcalde corresponda á otro distrito judicial (e).

Las apelaciones en los juicios de faltas han de inter-
ponerse en los tres dial siguientes al de la notification
de la sentencia, y sin mas formalidad se pasa al Juez una
copia testimoniada del acta y la sentencia, haciendo ci-
tar y emplazar antes á las partes para que, dentro dei
término de diez Bias acudan á usar de su derecho. A con-
tinuacion de la copia testimoniada se pondrá rota de ha-
berse admitido la apelacion y se extenderá la diligencia
de emplazamiento. Al dia siguiente de haberse concluido
el término del emplazamiento, el Juez señalará dia para
la vista, acordando en el mismo acto que por el Escri-

a

(1) Reglas 1.'. 2. •. 3.'. 4. • . 6.', 8', 9', 10 y 11 de la ley proYisio-
nal reformada.f

(3) Rea! brden de 1.° de Julio de 1848.
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bano se ponga de manifiesto el expediente á las partes
por el término de 48 horas. Acto continuo de la vista, el
Juez dictará sentencia, la cual causa ejecutoria. En la
instancia de apelacion ante el Juez del partido no se ad-
mitirán nuevas pruebas á las partes. Celebrada la vista se
dicta sentencia y archivándose el expediente en el Juz-
gado se remite al Alcalde testimonio de ella para su eje-
cuciori. La sentencia del Juez de primera instancia es
ejecutoria y no há lugar despues de ella á más recurso
que el de responsabilidad, con arreglo á las leyes, ante la
Audiencia del territorio contra el Juez, el Alcalde y sus
Tenientes. Cuando el acusado fuese absuelto, lo será sin
costas ni género alguno de derechos. Tampoco podrán
ímponersele, si en el acto del juicio, reconociendo la fal-
ta, se somete á la pena señalada por el Código. En la
primera instancia de los juicios verbales no deben exce-
der las costas on ningun caso de lo que importe la cuarta
parte de la multa que se impusiere al acusado. Si en la
instancia de apelacion se modificase la pena atenuándola,
no se hará aumento alguno en la cantidad de las costas;
si se conGrmase la sentencia ó agravase la pena, podrá
aquella aumentarse hasta el equivalente á la tercera par-
te de la multa impuesta. Los Jueces de primera instan-
cia, los Alcaldes y sus Tenientes no devengan derechos
en los juicios sobre faltas. Los Escribanos de las Alcal-
dias cuidarán de distribuir en la debida proportion entre
los demás funcionarios que los devengan la cantidad im-
puesta por condenacion de costas y de remitir al Juzga-
do de apelacion la parte que le corresponda. Las diligen-
cias que se practiquen para determinar si el hecho puni-
ble es falta 6 delito se reputarán encaminadas á fijar la
competencia, y por lo tanto, las costas y gastos se en-
tenderán de oficio. En los juicios sobre faltas ejercen el

_Ministerio fiscal: L Los Promotores en las segundas ins-
tancias y en las primeras en los pueblos de su residencia.
2.° Los Procuradores síndicos en primera instancia, en su
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respectiva demarcation, si no residiese en ella eI Pro-
motor (I). EI Promotor fiscal cuidará bajo su responsa-
bilidad de que se repriman las faltas y de que no se cali-
fiquen de tales los delitos, y denunciará la morosidad y
abusos que advirtiere. En los primeros quince dias de
Enero de cada año, remitirán los Alcaldes al Juzgado del
partido, por conducto del Promotor, los libros de actas
de que antes se ha hablado, tos cuales los pasará el Pro-
motor,.con el Visto Bueno, al Juez, á fin de que este los
mande archivar, á no ser que advirtiere haberse come-
tido algun abuso, en cuyo caso hará la reclamation con-
veniente.

Hasta aquí las disposiciones que debemos considerar
vigentes respecto (2) á las atribuciones judiciales de los
Alcaldes y Tenientes de Alcalde, en los juicios sobre fal-
tas. De desear hubiera sido que las que se han dictado
hubieran tratado de uniformar esta parte de nuestra le-
gislacion ; pero es lo cierto que los decretos que reciente-
mente han visto la luz pública no han resuelto satisfac-
toriamente este punto. A juzgar por el contesto de la ley
municipal últimamente publicada parece que los Alcaldes
solo conservan funciones administrativas y que se trata
de separar completamente de sus atribuciones las judi-
ciales; pero fundadamente se tree que la omision de la
ley solo depende de ser puramente administrativa, como
dictada por el Ministerio de la Gobernacion. Hasta tanto
pues, que definitivamente se trasladen á los Jueces de
paz las funcionas judiciales de los Alcaldes, rigen en esta
parte las anteriores disposiciones.

fli

(1) Hoy no e:i-tea los Procuradores sindicos; por consiguiente esta
atribucion se ejrrse por un Regidor en su ca_o.

(9) Reglas 19 á la 24 de la ley provisional .
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AaricuLo 32.

Conocerdn tambien como Jueces ordinarios l4,s Alcal-
des y los Tenientes de Alcalde de los pueblos en todas
las diligencias judiciales sobre asunto: civiles, hasta
que Ilequen a ser contenciosas entre panes, en cuyo
caso deberdn remitirlas al Juez letrado de primera ins-
tancia; y aun podran a solicilud de paste conocer en
aquellas diligencias que aunque contenciosas sean ur-
gentisimas y no den lugar d acudir al Juez lelrado, co-
mo la prevencion de un inventario, la interposition de un
retracto y otras de igual naturaleza; remitiendolas a
dicho Juez evacuado que sea ei objeto en aquella paste
que la urgencia requiera.

Comentario.

, Está completamente derogado este articulo por las
disposiciones de la ley de Enjuiciacniento civil que, tan-
to en los actos de jurisdiccion voluntaria como en los de
la contenciosa, atribuye la competencia unicamente a los
Jueces de primera instancia, 6 de paz en su caso res-
pectivo.

ARTIcuLo 53.

Los Alcaldes y Tenientes de Alcalde en et caso de co-
meterse en un puelilo algun delito ó de encontrarse algun
delincuente podrdn y deberdn proceder de oficio ó a ins-
tancia departe a formar las primeras diligencias del su-
mario y d arrestar d los reos, siempreque constase que
lo son ó que haya racional fundamento saficiente para
considerarlos ó presumirlos tales. Pero deberdn dar
cuenta inmediatamenle al respectivo Juez letrado de pri-
mera instancia y le remitirdn Las diligencias. poniendo
a su disposicion los reos. Este conocimienlo, en Los pue-
blos donde residan los Jueces letrados podran y deberdn
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tomarle á prevencion con estos los Alcaldes y Tenientes
de Alcaldi, hasta que avisado el Juez sin dilacion, pue-
da continuar los procedimientos.

Comeet rio.

Se halla fundada la disposition de este artículo en la
necesidad de acudir con toda urgencia á la instruccion
de las primeras diligencias, cuando se tiene conocimien-
to de un delito, ya para averiguar su existencia, ya para
detener al culpable. Por esto en todas las localidades de-
be haber una Autoridad encargada de la instruccion de
ellas que pueda hater constar el cuerpo del delito y apre-
hender al reo. Pero temiendo, y con razon, el Reglamen-
to de los Juzgados que no haya toda la pericia necesaria
en muchos casos en las Autoridades locales, dispone que
cuando los Alcaldes ó sus Tenientes forman las primeras
diligencias de un sumario, oficien inmediatamente al
Juez del partido, dándole cuenta del hecho ó delito en el
mismo acto en que dicten el auto de oficio : y que si por
algun justo motivo dilataren la remesa de los arrestados
mas de veinte y cuatro horas, les reciban sus declaraeio-
nes indagatorias (1). Los Alcaldes, pues, deben como
Jueces ordinarios: !.° Prevenir las primeras diligencias
judiciales para la averiguacion de los delitos y sus auto-
res. 2.° Ejecutar todo cuanto les encarguen el Juez de pri-
mera instancia de su partido y la Audiencia de su terri-
torio (2). Solo en cuanto obran como delegados de los
Jueces de primera instancia en la instruccion de estas
diligencias, pueden estos corregir sus omisiones disci-
plinariamente; y aun si fuesen graves exigirles respon-
sabilidad con arreglo á derecho procediendo hasta de8-
nitiva y consultando la sentencia ó el sobreseimiento, si

lz

(f) Art. 103 del Reglamento de Juzgados.
(^) Real órden de 5 de Setiembre de 1834,
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tuviere lugar, con la Audiencia territorial en la forma
ordinaria. En los demás casos debe tenerse ipresente la
disposicion del art. 46 de este Reglamento.

Además de los Alcaldes, puede instruir hoy las pri-
meras diligencias criminales, en algunos casos especia.
les, la Guardia civil. En efecto, segun previene el Regla-
mento de este cuerpo, todo individuo de la Guardia civil
se halla facultado para instruir la sumaria information de
cualquier delito cometido.á su vista ó denunciado porlos
transeuntes ú otras personas que se hallen fuera de po-
blacion y perpetrado próximamente á la denuncia, pre-
sentando la sumaria al Juez de primera instancia respec-
tivo , lo mas antes posible, sin que en ningun caso pueda
esceder este plazo de cuatro dias, contados desde aquel
en que se verifique el suceso que la motive (I). Aunque
á primera vista, puede parecer fundada esta disposicion,
limitándola á los casos en que el delito se cometa en des-
poblado, no deja de ofrecer graves inconvenientes en la
práctica, sobre todo en los casos en que los mismos que
tienen que instruir la sumaria acaban de combatir cuer-
po á cuerpo con los malhechores.

ARTICULO 54.

Todas las diligencias que en las causas así civiles Co-

mo criminales se ofrezcan en los pueblos donde no resi-
dan otros Jueces ordinarios que los Alcaides serdn co-
metidas exclusivamente á estos ó á los Tenientes de Al-
calde, salvo si por alguna particular circunstancia el
Tribunal ó Juez, creyere mas conveniente al mejor ser-
vicio cometerlas á otra persona de su confianza.

Comentario.

Este artículo se propuso destruir el abuso que en Ia

(1) Art, 37 del Reglamento de la Guardia civil de 2de Agosto de 1852.
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práctica existía de delegar con frecuencia lás atribucio-
nes jndiciales á distintos funcionarios. El Reglamento es-
tableció que, por regla general solo se hiciera á los Al-
caldes, á no ser en casos especialísimos; disposition hoy
vigente en lo criminal, pues en lo civil se cometen estas
funciones á los Jueces de paz (1).

ARTÍCULO 35.

En cuanto d lo gubernativo, económico y de policía
de los pueblos, los Alcaldes.y Teníentes de Alcalde ejer-
cerán la Autoridad y lacultades que les señalen ó en
adelante les señalasen las leyes y reglamentos.

Comentario.

Hoy sobre todos los particulares que comprende este
artículo deben tenerse presentes las disposiciones del Ca-
pltulo III de la ley municipal ó decreto de 2! de Octubre
de 1868, expedido por el Ministerio de la Gobernacion.

(i) Artículos 33. 42e. 129$ y 1327 de la ley de Enjulciamient• civil.
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CAPÍTULO TERCERO.

De los Jueces letrados de t rimera instancia.

ARTÍCULO 36.

Los Jueces letrados de primera instancia son, cada
uno en el distrito ó partido que le esté asignado. los thui-
cos á quienes les compete conocer en la instancia sobre-
dicha de todas las causas civiles ó criminales que en él
ocurran correspondientes d la Real jurisdiction ordina-
ria, inclusas las que hasta ahora han sido casos de tor-
te y salvo lo dispuesto en el art. 31; esceptudndose sola-
mente d mas de los negocios que pertenecen d las juris-
dicciones eclesidstica, de Real Hacienda y militar de
Guerra y Marina, los que corresponden d los Estamen-
tos de los Córtes, d los Juzgados especiales de comercio ó
de minería y aquellos de cuyas apelaciones conoce la Real
y Suprema Junta patrimonial , las causas que en primera
instancia se reservan por este Reglamento al Tribunal
Supremo de España é Indias y d las Audiencias y las
que en lo sucesivo atribuyere la ley d Jueces ó Tribunales
especiales.

Comentarlo.

Por Real decreto de 21 de Abril de 1834 se estableció
la division de partidos judiciales, acomodbndola á la
circunscripcion de provincias hecha por otro de 30 de
Novienibre anterior. Desde entonces cesaron los Alcaldes
ordinarios en el ejercicio del poder judicial y se estable-
cieron Jueces letrados en las cabezas de partido para co-
nocer en primera instancia de los negocios civiles y cau-
sas criminales que competian á la Real _ jurisdiceion or-
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dinaria. Terminose así, en lo general, la confusion que
existía en las funciones administrativas y judiciales,
pues con el nombre de Alcaldes, Corregidores, etc., se
habian designado Autoridades que habian reunido tanto
las que eran propias de la Administration de justicia,
cuanto las que propiamente correspondian á la Admi-
nistracion.

El Reglamento provisional, estableció de una manera
determinada las atribuciones propias de estos funciona-
rios, constituyendo sus disposiciones y las del Regla-
mento de los Juzgados de primera instancia, la legisla-
cion vigente en este punto hasta las recientes alteracio-
nes introducidas en el decreto sobre unificaci"on de fueros.

El Reglamento'se ocupa en este artículo y los siguien-
tes en determinar la competencia de los Jueces letrados
de primera instancia, y siguiendo sus disposiciones, va-
mos á hater has consideraciones que nos parecen mas
oportunas , atendida la indole de este trabajo (fl.

Por regla general el Reglamento establece que los
Jueces de p^ i,nera instancia son los representantes en
este grado de '.a Real jurisdicdion ordinaria, y considera
abolido lo que n lo antiguo se llamaban casos de torte,
vicioso sistem..t, por el cual el Monarca se reservaba el
Conocimiento extraordinario de algunos asuntos, ó lo
delegaba á los Tribunales superiores, sin pasar por la
primera insta:icia. Merece el mas cumplido elogio esta
disposition, insostenible despues que las funciones judi-
ciales se separaron por la Constitucion del Estado de to-
das las de Gobierno.

Prescindietido de varias disposiciones dictadas con

(1) Las cualidades, funciones, honores y requisitos para ser nom-
brado Juez se determinan en las leyes 4, tit. 4, fart. 5• y 1•a y 5.', título
i , lib. 11 de la v. Recop ; en el art. 251 de la Constitucion de 1812;
Real Cédula de 27 de Enero de 1833; Reales decretos de 7 de Marzo de
1851 ; 9 de Abril do 1858. 9 de Octubre de 1865, 43 de Diciembre de

1867 y Reglamento de Juzgados.
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posterioridad al Reglamento provisional, boy :debe^os
fijar que la jurisdiction ordinaria, y por consiguiente la
de los Jueces de primera instancia, es la única compe-
tente para conocer de los asuntos siguientes:

4,0 De los negocios civiles y causas criminales por de-
litos comunes de los eclesiásticos, sin perjuicio de que
el Gobierno español concuerde en su dia con la Santa
Sede lo que ambas potestades crean conveniente sobre el
particular.

2.° De los negocios comunes civiles y criminales de
los aforados de Guerra y )Marina de todas clases, retira-
dos del servicio, y de los de sus mugeres, hijos y criados
aunque estetl en activo.

3.° De los delitos comunes cometidos en tierra por la
gente de mar y por los operarios de los arsenales, asti-
lleros, fundiciones, fábricas y parques de Marina, arti-
llería a ingenieros fuera de sus respectivos estableci-
mientos.

4.° De los delitos contra la seguridad interior del Es-
tado y del órden público, cuando la rebelion y sedition
no tengan carácter militar (4); de los de atentado y des-
acato contra la Autoridad, tumultos ó desórdenes públi-
cos y Sociedades secretas; de los de falsification de sellos,
marcas, moneda y documentos públicos: de los de robo
en cuadrilla (2), de los de adulterio y estupro; de los de
injuria y calumnia a personas que no sean militares (3),
de los de defraudation de los derechos de Aduanas y con-
trabando de géneros estancados ó de ilicito comercio co-
metido en tierra; y de los perpetrados por los militares

(1) En cuyo concepto esta disposition deroga gran l 'arte de la ley
de 17 de Abril de 1821.

(2) Deroga del mismo modo esta disposition la ley indicada.
(3) No comprendemos por que razon habiendo desaparecido el tuero

personal militir, no ha de entender la juriadiccion ordinaria en los
delitos de injuria y calumnia dirigidas 6 militares.
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antes de pertenecer á la militia, (i) estando dados de
baja en ella, durante la desertion, ó en el desempeño de
algun destino ó cargo público.

5.° De las faltas castigadas en el libro 3.° del Código
penal (2), escepto aquellas á las que las Ordenanzas,
Reglamentos y bandos militares del ejército y armada se-
ñalen una mayor pena, cuando fueren cometidas por mi-
litares, que serán de la competencia de la jurisdiction de
Guerra y la de Marina.

6. 0 De los negocios civiles y causas criminales de los
extranjeros domiciliados ó transeuntes.

7.° De los negocios de Hacienda y de los delitos de
contrabando, defraudation y sus conexos, escepto el
de resistencia armada á los resguardos de costas.

8. 	 De los negocios mercantiles (5 ).
Por esta disposition, pues, han quedado suprimidos

los fueros personales eclesiástico, de Guerra y Marina, de
Hacienda, de extranjeria y el fuero de comercio por ra-
zon de materia. Preciso es confesar que no existían las
mismas razones para hater desaparecer por completo este
último, cuando habia una legislation especial y un pro-
cedimiento distinto. Eu cuanto á los primeros no tenian
razon científica de existencia.

El decreto de unification de fueros, que no se propu-
so más que derogar las escepciones, no espresa, sin em -
bargo, toda la competencia de la jìit isdiccion ordinaria
en los demás casos. Como en este punto han ocurrido,
antes de fijarse estas disposiciones, diferentes dudas, hay

(i) La redaction de este decreto de enidad de fuerc deja mucho que
desear. ¿Como los MILITARES han de poder perpetrar delitos ANTES de
pertenecer á la YILICI& Y
. (Y) Pero en ellas el conocimiento corresponde á los Alcaldes , segun
antes se ha dicho.

(3) Art. i.° del decreto del Gobierno provisional de 6 de Diciembre
de 1868. Y con él conforme el de i.° de Febrero de 1869 para las pro-
vincias de Ultramar.

7



ESIy

declaraciones espresas sobre multitud de asuntos cuyo
conocimiento corresponde á la jurisdiccion de los Jueces
de primera instancia. Procuraremos resumirlas:

En lo civil.— Además de las que establece la ley de
Enjuiciamiento sobre demandas de mayor ó menor cuan-
tía (4), sobre juicios de testamentaría ó ab intestato (2),
sobre interdictos (5), sobre actos de jurisdiccion volun-
taria (4), sobre embargos preventivos (5), sobre juicios de
árbitros ó amigables componedores (6), sobre segunda
instancia de los juicios verbales (7), ejecucion de lo con-
venido y nulidad de actos de conciliation (8), sobre re-
tractos (9), hay, entre otras varias, espresas las decla-
raciones siguientes:

Las demandas contra los Alcaldes del partido (10) y to
mismo contra los Jueces de paz.

Las de reversion de bienes de señoríos (11), bienes
incorporables á la nation, títulos y prerogativas del Es-
tado (12) ó indemnizacion de derechos.

Los negocios de la Mesta (15):
Los pleitos sobre bienes mostrencos y vacantes (14).

(i) Ley de Enjuiciamiento civil, artículos 1133 y 1162.
(2) Sentencias del Supremo 'i ribunal de Justicia de 15 de Febrero

y 23 de Agosto de 1839 y otras.
(5) Art. 692 de la ley de Enjuiciamiento.
(4) Art. 1298.
(5) Art.930.
(6) Artículos 785 y 834.
(7) Artículos 1162 y 1163.
(8) Artículos 217 y 218.
(9) Art. 673,
(10) Art. 46 dé este Reglamento.
(11) Ley de 26 de Agosto de 1857.
(12) Segun el mismo Reglametto estas demandas correspondian at

Tribunal Supremo; pero restablecido el tit. 5.° de la Constitution de
1812 que privó á los Tribunales Superiores del conocimiento de las
primeras instancias, quedó derogado esto.

(13) Reales órdenes de 14 de Mayo y 15 de Julio de 1836.
(14) Ley de 16 de Ma y o de 1835.
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Los negocios contenciosos relativos al caudal de los
Positos (fly los de los Propios (2).

Los de division y adjudication de bienes de cape-
llanias (5).

Las demandas contenciosas entre partes, sobre mi-
nas (4).

Las relativas á privilegios de invention é introduc-
cion (5).

Las de propiedad literaria (6).
Las de dominio ó propiedad de bienes nacionales,

cuando lleguen á ser contenciosas y cualesquiera otros
derechos que se funden en títulos anteriores ó posterio-
res á la subasta (7).

Las de tercería de dominio ó de prelacion, aunque
recaigan sobre expedientes administrativos ó en procedi-
mientos para el reintegro de la Hacienda pública y aun-
que sean incidentes de cuestiones que se ventilen ante el
Tribunal de Cuentas ó el Consejo de Estado (8).

En las causas criminales :
Deberán ante todo tenerse presentes las disposiciones

del decreto sobre unidad de fueros, por las cuales des-
aparecen las antiguas cuestiones sobre desafuero de los
eclesiásticos por delitos graves, bien que este asunto

- (1) Real órden de 22 de Marzo de 1854.
(2) Real decreto de 11 de Enero de 4830 y Real órden de 29 de Di-

ciembre de 1851.
(3) Leyes de 19 de Agosto de 1841, de 15 de Junio de 1856 y de 2f de

Junio de 1867.
(4) Art. 9 de la-ley de 6 de Julio de 1859 y 87 del Reglamento de5

de Octubre del mismo año.
(5) Reale- órdenes de 22 de Noviocnbre de 1848 y de 11 de Enero y

16 de Julio de 1849.
(6) Ley de 10 de Junio de 1847 y Real órden de 22 de Marzo do 1850.
(7) Ley de 20 de Febrero de 1852 y Real órden de 29 de Setiembre

de 1852.
(8) Id. y ley orgánica del Tribunal de Cuentas de 2 ► de Agosto

de 1851.
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queda sometido, segun el mismo decreto, á lo que se
concuerde con su Santidad (4).

Las causas relativas á talas, incendios y daños en los
montes (2) y arbolados del público ó particulares.

Los prncedimientos para castigo de los presidiarios,
aunque cometan el delito dentro del establecimiento, sal-
vo en los casos en que solo se les imponga una correc-
cion, ó de simple fuga (3).

Las causas contra los mismos Jueces de primera ins-
tancia, en las cuales entiende otro Juez letrado del mis-
mo punto ó el que esté mas inmediato (4).

Las que se sigan contra Diputados provinciales, aun-
que hayan cometido el hecho punible en el desempeño de
su cargo (5) pero no pueden ser perseguidos criminal-
mente por sus actos como tales sin prévio permiso del
Gobierno, quien lo concederá ó negará , oyendo siempre
al Consejo de Estado y de acuerdo con el de Ministros (6).

Las causas contra los Ayuntamientos, Alcaldes y Re-
gidores, que sin embargo no pueden ser procesados cri-
minalmente, ni de oficio, ni á instancia de parte por sus
actos como tales, sin prévia autorizacion del Goberna-
dor de la provincia, oida la Diputacion provincial. Esta
autorizacion deberá el Gobernador concederla ó negarla
en el término de diez dias, pasados los cuales, se tendrá
por dada. Si se negase puede el demandante acudir al
Gobierno, que oyendo al Consejo de Estado decidirá de-
finitivamente, en el término de 30 dias, pasados los cua-
les, si no se hubiere concedido ó negado, se tendrá por

(1) Véase el art. 90 de este Reglamento y sus aclaraciones.
(9) Ordenanzas de montes de 23 de Diciembre de 1833 y Real de-

creto de 2 de Abril de 1853.
(3) Real órden de 11 de Marzo de 1851.—Decision del Tribunal Su-

premo de 18 de Setiembre de 1838.
(4) Art. 46 de este Reglamento.
(5) Real órden de 8 de Mayo de 1846.
(6) Art. 65 de la ley orgánica provincial de 9t de Octubre de 1868.
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concedida. En todo caso debe el Gobernador dar cuenta
al Gobierno (4 ).

Debe observarse que no es necesaria la autorizacion
para procesar á los Ayuntamientos, Alcaldes y Regidores:

1.° En las causas por delitos comprendidos en los ar-
tículos 283 y 284 del Código, relativos á la violacion de
secretos.

2.° En las causas por delitos que el cap. 8.° del titulo
8 del lib. 2.° del Código penal califica de abusos contra
particulares.

5.° En las causas por delito de cohecho, castigados
en el cap. 13 del tít. 8.° del lib. 2.° del mismo Código.

4.° En las causas por delitos clasificados como frau-
des y exacciones ilegales en el cap. 15 del tít 8.° del li-
bro 2.° del Código.

5.' En las causas por delitos y fa ltas cometidas en la
formation de las listas, ó en cualquier otro acto electo-
ral, en que podrán ser acusados por action popular.

6.° Cuando se proceda por escitacion del Gobierno ó
del Gobernador de la provincia (2). 	 r

Corresponden tambien al conocimiento de los Jueces
de primera instancia:

Los delitos y faltas cometidas en las dependencias de
minas (5).

Los delitos penados en la ley especial de ferro-
carriles (4).

Todos los delitos cometidos por medio de la imprenta,
puesto que ha desaparecido su legislation especial y pro-

(1) Art. 178 de id.:—Ya hemos manifestado nuestra opinion contraria
á todo género de autorizaciones que coartan la independencia de los
Tribunales.

(9) Art. 179 de id.
(3) Art. 94 de la ley .!e minas de 6 de Julio de 1859 y Reglamento de

5 de Octubre del mismo.
(4) Art. 26 de la ley de 14 de Noviembre de 1855.
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clamada la libertad absoluta, sin necesidad de depósito
ni Editor responsable.

En general todos los demás delitos penados por el Có-
digo, advirtìéndose respecto de algunos como los de desa-
fío (4), lenocinio (2), incendio, hurto de leñas (3), etc.,
que por disposiciones anteriores de nuestras leyes esta-
ban siempre reservados á la jurisdiction ordinaria, aun-
que fuesen militares los que los cometiesen y con mayor
motivo despues del decreto sobre unidad de fueros.

Igualmente los Jueces de partido con exclusion de
todo fuero deben juzgar á los mozos contra quienes re-
caigan sospechas de haber cometido alguno de los abusos
de que trata la ley de reemplazos (4).

Entienden tambien los Jueces de primera instancia en
las apelaciones de los juicios seguidos ante Alcaldes y
Tenientes de Alcaldessobre faltas (5).

El Reglamento provisional, en el artículo que esta-
mos comentando, señala la competencia de los Jueces
en materia criminal por razon del territorio, asignándo-
les á cada uno la del distrito ó partido en que desempe-
ñan su cargo. Sobre este punto deben tenerse presentes
las siguientes disposiciones del Reglamento de los Juz-
gados.

Los Jueces pueden y deben sin necesidad de licencia
salir de la capital á los pueblos del partido, siempre que
algun motivo poderoso lo reclame, como el de la mejor
instruction de una causa criminal, alguna vista ocular
en negocio civil ú otras diligencias de igual naturaleza;
y no dejarán de hacerlo, con el auxilio necesario, tan
luego como sepan que en un punto de su jurisdiction ha
ocurrido conmocion popular, á fin de instruir el sumario

(1) Tít. 20. lib. 12 de Ia Nov. Re.:op.
(2) Leyes 4 y 5, tit. 27. lib. 12 de la Nov. Recop.
(3) Art. 18) de lù Ordenanzas de montes.
(4) Ley de 11 de Al^ril de 1849.
(5) Regla 14 de la ley provisional Para la aplicacion del Código.
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con la urgencia que el caso requiere. Procurarán, sin
embargo, regresar al pueblo de su residencia to mas
pronto que les sea posible. Cuando la ausencia del Juez
fuese dentro del partido, su regente, a quien dará aviso,
no podrá ejercer otros actos que los de simple sustancia-
cion de las causas civiles y criminales. Para ausentarse
fuera de s'i territorio necesitan licencia. En el caso de
hacer use de la que se les conceda, entregarán el Juzga-
do al que deba sustituirlos, sin ausentarse hasta que este
le conteste que queda encargado de el. Oficiarán y eai-
giran igual contestation, en casos de enfermedad, á no
ser que la gravedad de ella lo impida, en cuyo caso. en-
trara desde luego á ejercer la jurisdiction el que le cor-
responda. Si el Juez, por cualquiera otro motivo cesa en
el ejercicio de su cargo, desde el momento en que reci-
ba la comunicacion que asi lo ordena, debe hacer entre-
ga del Juzgado con las mismas formalidades. En cual-
quiera de los casos anteriores, el Juez y el que le susti-
tuya avisarán oficialmente a la Junta de gobierno de la
Audiencia, por conducto de su Presidente. En el partido
donde hubiere dos b mas Jueces, cada uno tends para
of criminal su departamento ó cuartel , a cuyo fin , he-
cha la correspondiente division por ellos, la remitirán á
la expresada junta para su aprobacion ó reforma. En los
puntos donde existiese ya establecida, continuará en la
misma forma (1). Respecto de los negocios civiles se es-
tablecera turno de Juzgados, cuyo libro estará a cargo
del Secretario á quien alternativamente corresponda por
meses b semanas (e).

(1) Art. 8 al 15 dcl Reglainento de Juzgados.—Real brden de 8 de
Marzo de 1850.

(2) Art. 16 del Reglamento.—Sobre repartimiento de n^goclos civiles
se han dictado multitud de disposiciones que no reproducimos por re-
ferirse al procedimiento civil • que no es objeto particular de este traba-
jo, limitándonos a decir que hoy está vigente la practica del reparti-
miento en to civil • hasta un punto quizá inconveniente.
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ARTICULo 37.	 11.

Los negocios de fuero ordinario no comprendidos en
las escepciones del artículo anterior, que actualmente se
hallasen pendientes en primera instancia en oíros Juygados
especiales ó privativos, ó en Tribunales que no deban ya
conocer de ellos se pasarán para su continuation en el
estado que tengan al Juez letrado del respectivo partido 6
distrito, d no ser que alquna disposicíon soberana pos-
terior d la extincion de los Consejos de Castilla y de In-
dias, autorice espresamente d dichos Juzgados ó Tribu-
nales para que continúen en el conocimiento Itasca fallar
ó terminar tales asuntos.

Los Juzgados especiales ó privativos que no tengart
semejante autorizacion, ni seau de los esceptuados en el
artículo precedente, cesardn desde lueyo, si subsistiesem
todavia.

p
Comentario.

Dictado este artículo únicamente para señalar la ma-
nera de llevar á efecto este Reglamento en los momen-
tos en que se publicó, no requiere explication alguna, y
solo debemos señalar su concordancia con las recientes
disposiciones adoptadas para la - ejecucion del decreto so-
bre unidad de fueros.

Por el decreto de G de Diciembre último se establece
de una manera análoga á lo que este artículo del Regla-
mento previene, lo siguiente:

Dentro de los 50 dias siguientes á la publication dei
decreto en la Gaceta (fecha 7) se pasarán á los Juzgados
y Tribunales competentes en el estado en que se hallen:

4.° Los negocios civiles y causas criminales por deli-
tos comunes pendientes en los Juzgados y Tribunales
eclesiásticos yen los de Guerra y Marina, salva la escep.
cion que espresan los artículos 4. 0 y 5.° del decreto.
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2.° Los pleitos civiles y causas criminales pendientes
en los Juzgados de Hacienda.

3.° Los asuntos pendientes en los Tribunales espe-
ciales de comercio.

4.° Se considerará desde luego como Juez competente
para conocer en los pleitos pendientes en los Tribunales
de comercio y en los Juzgados militares y eclesiásticos,
el del lugar en que se sigan.	 1

Donde hubiere mas de un Juez, será el competente el
del domicilio del demandado en los pleitos, y si este no
le tuviere en el mismo pueblo, el Decano.

En las causas será competente el del lugar del delito,
y si se hubiera cometido fuera del pueblo erg que se si-
guiese la causa, el Decano, cuando hubiese mas de un
Juez.

5.° Los pleitos y causas por delitos comunes pendien-
tes en segunda ó última instancia en los Tribunales ecle-
siásticos y en los militares, se pasarán en el estado en
que se encuentren á la Audiencia en cuyo territorio re-
sidiesen los Jueces que hayan dictado la sentencia en
primera instancia.

6.° Los pleitos y causas pendientes al publicarse este
decreto en el Tribunal Supremo de Guerra y 1ltarina, Tri-
bunales eclesiásticos, Tribunales de comercio, Audito-
rías de Guerra y Marina, se continuarán sustanciando
con sujecion á las leyes anteriores, hasta que termine la
instancia en que se encontrasen. Desde la sentencia que
ponga término á dicha instanciase acomodarán á las pres-
cripciones de este decreto y de las leyes comunes (1).

(f) Disposiciones transitorias 1.', 2.', 3.' y 4.' del Decreto de 6 de
Diciembre de í8O8.
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